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Robledo, de desafectación como bien comunal de las siguien-
tes porciones de terreno:

- Suerte de tierra al sitio «El Castañar» y «Picoteja» de
cabida 6 hectáreas, 10 áreas y 6 centiáreas, que figura en
el Catastro al Polígono 2, Parcela 240. Se destina a Ejido.
Inscripción Registro Propiedad, Tomo 984, Libro 22, Folio
188, Finca 1268.

- Suerte de tierra al sitio «Pago de los Llanos» de cabida
una hectárea, 1 área y 67 centiáreas. Se destina a Ejido.
Inscrita Registro Propiedad Tomo 984, Libro 22, Folio 189,
Inscripción 1.ª

- Pequeña suerte de tierra cercada de pared destinada
a Corral Concejil, al sitio «Fuente de Casas de Abajo». De
cabida 10 áreas. Registro de Propiedad: Tomo 984, Libro
22, Folio 190, finca 1270, Inscripción 1.ª

Segundo. Consta en el expediente acuerdo plenario del
día 3 de julio de 2003, sobre acuerdo de inicio del proce-
dimiento, adoptado por mayoría absoluta, así como certifi-
cación de que los bienes citados se dejaron de utilizar por
el común de los vecinos por un tiempo superior a 10 años.
Consta así mismo certificado de la exposición pública del acuer-
do durante el plazo de un mes sin que se hayan formulado
alegaciones al mismo. En ambos se significa que, en el caso
de que no se formulasen alegaciones o reclamaciones, el acuer-
do inicial pasará a definitivo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. En el expediente instruido al efecto por dicho
Ayuntamiento se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el
artículo 78 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18
de abril, artículos 8 y 100 del Real Decreto 1372/1986, de
13 de junio, artículos 47 y 81 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril, Ley 6/1983, de 21 de julio, artículo 6 de la Ley 7/99,
de 29 de septiembre y demás preceptos de general aplicación.

Segundo. El Decreto 425/2000, de 7 de noviembre, por
el que se determinan los órganos competentes de la Consejería
de Gobernación en materia de tráfico jurídico de bienes de
las Entidades Locales, en su artículo 3, confiere a esta Dele-
gación competencia en materia de aprobación de la de-
safectación de bienes comunales de las Corporaciones Locales.

En su virtud, al amparo de la legislación invocada, he
resuelto:

Primero. Aprobar la desafectación como bien comunal
de los terrenos municipales identificados en el antecedente
de hecho primero de la presente Resolución, para su con-
versión en bien patrimonial, del Ayuntamiento de Castaño del
Robledo.

Segundo. Notificar dicha aprobación al Ayuntamiento de
Castaño del Robledo.

Tercero. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía.

Cuarto. Contra la presente Resolución podrá interponerse
recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo de Huelva en el plazo de dos meses
contados desde el día siguiente a su notificación, de con-
formidad con lo establecido en los arts. 8 y 46.6 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-

tencioso-Administrativa, sin perjuicio de la facultad prevista
en el art. 44 de la misma.

Huelva, 9 diciembre 2003.- El Delegado del Gobierno,
Juan José López Garzón.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 12 de diciembre de 2003, de
la Secretaría General Técnica, en aplicación del
artículo 12 del Real Decreto 1909/2000, de 24 de
noviembre, para los funcionarios de los Cuerpos al
servicio de la Administración de Justicia transferidos
a la Comunidad Autónoma de Andalucía mediante el
Real Decreto 141/1997, de 31 de enero.

Por Real Decreto 141/1997, de 31 de enero, se produjo
la transferencia a la Junta de Andalucía de las competencias
en materia de gestión de medios personales de la Adminis-
tración de Justicia en el ámbito territorial de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Mediante Decreto 83/1997, de 13 de marzo, sobre asig-
nación de funciones a la Consejería de Gobernación y Justicia,
se asignan a la Consejería de Gobernación y Justicia las fun-
ciones, bienes y servicios transferidos por los Reales Decretos
141/1997 y 142/1997, ambos de 31 de enero.

Desde la asunción de dichas competencias, la Junta de
Andalucía viene realizando esfuerzos continuados para mejorar
las condiciones de prestación del servicio público de la Justicia
a los ciudadanos andaluces, destacando la puesta en fun-
cionamiento de 95 nuevos órganos judiciales, el incremento
de la plantilla de personal, y el desarrollo y puesta en fun-
cionamiento de la informatización de los Juzgados a través
del denominado Plan Adriano.

El siguiente eslabón en el proceso de mejora de las con-
diciones de prestación del servicio público, es la mejora de
las retribuciones de los funcionarios públicos que han de pres-
tar dichos servicios.

En los términos de los Reales Decretos de transferencia,
las retribuciones de los funcionarios de la Administración de
Justicia vienen establecidas en sus normas nacionales, con-
cretamente en el Real Decreto 1909/2000, de 24 de noviem-
bre (modificado por el Real Decreto 1267/2001, de 29 de
noviembre) que sustituye al Real Decreto 1616/1989, de 29
de diciembre.

En la Disposición Adicional 9.ª del anterior Real Decreto
1616/1989, de 29 de diciembre y en los artículos 11 y 12
del Real Decreto 1909/2000, de 24 de noviembre, contempla
la posibilidad de establecer programas concretos de actuación,
dirigido a la mejora en la prestación del servicio público de
la Justicia, que podrán ser retribuidos mensualmente, atri-
buyéndose a la Comunidades Autónomas en sus ámbitos terri-
toriales respectivos la determinación de dichos Planes, oído
el Consejo General del Poder Judicial y previa organización
con las organizaciones sindicales más representativas.

En el marco citado en el ámbito de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía se han llevado a cabo entre otras
actuaciones:

- Acuerdo de 9 de marzo de 2000, entre la Junta de
Andalucía y las organizaciones sindicales CC.OO. y UGT, sobre
retribuciones del personal transferido de la Administración de
Justicia en Andalucía en el marco de la Disposición Adicional
9.ª del Real Decreto 1616/1989. Dicho Acuerdo preveía un
incremento lineal de retribuciones vinculado a la implantación
del sistema Adriano de informatización de los órganos judi-
ciales andaluces, y unos fondos anuales destinados a la apro-
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bación de medidas especiales en los órganos concretos que
lo requieran.

El Acuerdo anterior extendía su vigencia al ejercicio 2000,
2001 y 2002, concluyendo el próximo 31 de diciembre.

Teniendo en cuenta lo anterior se hace necesario acordar
por las partes firmantes en el anterior Acuerdo más el sindicato
USO la prórroga de la vigencia del anterior para los tres próxi-
mos años, teniendo en cuanta las siguientes circunstancias:

- Las modificaciones introducidas por la Ley de Enjui-
ciamiento Civil y la Ley de Responsabilidad Penal del Menor
que supone continuas adaptaciones del sistema informático
Adriano.

- Se encuentra en la actualidad en sede parlamentaria
la modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que
obligará sin duda a adaptar el sistema informático.

- Por último se encuentra en avanzado estado de ela-
boración la modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial
en los Libros V y VI, que planteará profundos cambios en
el diseño de la oficina judicial y en el Estatuto de los Cuerpos
de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia.

En consecuencia se hace necesario prorrogar la vigencia
del Acuerdo de 9 de marzo de 2000 durante los 3 próximos
años, 2003 a 2005, fijándose para el año 2004 lo que a
continuación se describe en la presente Resolución.

Por Decreto del Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre
Reestructuración de Consejerías, se crea la Consejería de Jus-
ticia y Administración Pública, atribuyéndole, entre otras, las
competencias que tenía atribuidas la Dirección General de
Recursos y Medios Materiales. Aprobada la estructura orgánica
de la Consejería de Justicia y Administración Pública por Decre-
to 139/2000, de 16 de mayo, se atribuyó, en su artículo 8,
a la Dirección General de Gestión de Recursos, la adminis-
tración y gestión del personal al Servicio de la Administración
de Justicia y el ejercicio de las competencias que en esta
materia tiene atribuidas esta Consejería, correspondiendo estas
funciones en la actualidad a la Secretaría General Técnica,
de acuerdo con lo establecido en el Texto Integrado del Decreto
139/2000, de 16 de mayo, por el que se establece la Estruc-
tura Orgánica de la Consejería de Justicia y Administración
Pública, y el Decreto 121/2002, de 9 de abril, publicado
por Orden de 27 de mayo de 2002, y oído en su día el
Consejo General del Poder Judicial.

R E S U E L V O

Artículo 1. Objeto.
La presente Resolución tiene por objeto el establecimiento

de los objetivos, la concreción de las cuantías individuales,
y de los funcionarios a los que se aplicará el complemento
previsto en el artículo 12 del Real Decreto 1909/2000, de
24 de noviembre.

Artículo 2. Objetivos y programas de actuación.
La necesaria modernización de las oficinas judiciales

requieren que se incorporen como elementos comunes de tra-
bajo las nuevas herramientas informáticas que permitan una
tramitación ágil de los procedimientos y el manejo de sistemas
de información que conduzcan a una reducción de los plazos
en los trámites judiciales y una disminución de los asuntos
pendientes, mediante la implantación efectiva del Plan Adriano
en todos los órganos judiciales andaluces y la utilización de
medios informáticos por el personal funcionario al Servicio
de la Administración de Justicia.

Para alcanzar el objetivo anterior se requiere la implicación
de todos los empleados públicos en la utilización de las nuevas
tecnologías, y una especial dedicación que los funcionarios
van a tener que afrontar para adecuarse a la utilización de
los programas informáticos.

Artículo 3. Organos afectados.
Los objetivos a alcanzar, establecidos en la presente Reso-

lución, comprenden a los siguientes órganos judiciales, radi-
cados en la Comunidad Autónoma de Andalucía: Tribunal
Superior de Justicia, Audiencias Provinciales, Fiscalías, Ins-
titutos Anatómicos Forenses, Clínicas Médico Forenses, Ins-
titutos de Medicina Legal (en el momento en que entren en
funcionamiento), Decantas, Servicios Comunes, Juzgados de
Primera Instancia, Juzgados de Instrucción, Juzgados de Pri-
mera Instancia e Instrucción, Juzgados de lo Penal, Juzgados
de lo Social, Juzgados de Menores, Juzgados de lo Conten-
cioso-Administrativo, Juzgados de Vigilancia Penitenciaria,
Registros Civiles y Juzgados de Paz existentes en el momento
de la publicación de esta Orden y aquellos otros que pudieran
crearse y entrar en funcionamiento en la anualidad 2004.

Artículo 4. Ambito subjetivo.
La presente Resolución será de aplicación a todo el per-

sonal funcionario e interino de los Cuerpos de Médicos Foren-
ses, Oficiales, Auxiliares, Agentes y Secretarios de los Juzgados
de Paz de poblaciones de más de 7.000 habitantes existentes
al Servicio de la Administración de Justicia en servicio activo
y destinados en la Comunidad Autónoma de Andalucía, cuya
gestión corresponda a la Junta de Andalucía, con las excep-
ciones previstas en el artículo 7.

Artículo 5. Determinación del complemento y su apli-
cación.

Con carácter lineal a razón de 3 puntos mensuales de
complemento de destino.

Artículo 6. Evaluación del cumplimiento de los objetivos.
Al objeto de comprobar el cumplimiento de los objetivos

perseguidos, con carácter trimestral se solicitará informe al
Servicio de Sistemas de Automatización de Datos sobre aque-
llos órganos judiciales o puestos de trabajo que sin causa
justificada no hagan un uso adecuado de los medios infor-
máticos que en ejecución del Plan Adriano, con carácter men-
sual el titular del órgano judicial o Secretario emitirá, en el
plazo de 10 día desde la finalización del mes natural, cer-
tificación sobre los funcionarios que hagan una infrautilización
injustificada de los medios informáticos disponibles, igualmen-
te se solicitará informe a los órganos judiciales que figuren
en el informe anteriormente citado del Servicio de Sistemas
de Automatización de Datos sobre los funcionarios que sin
causa justificada no hayan colaborado en la consecución de
los objetivos previstos en esta Resolución. Dicho informe se
deberá remitir a esta Secretaría General Técnica en el plazo
de 10 días desde su requerimiento.

Artículo 7. Causas de suspensión y reducción del derecho
a percibir el complemento:

1. Previa audiencia a los interesados y a las Centrales
Sindicales presentes en la Mesa Sectorial de Negociación,
aquellos puestos de trabajo u órganos judiciales que de acuerdo
a lo recogido en el apartado anterior se estime que no utilizan
o infrautilizan los sistemas informáticos disponibles serán
excluidos de la percepción de este complemento mediante
Resolución motivada de esta Secretaría General Técnica.

2. Cuando el tiempo de servicios efectivamente prestados
no comprenda la totalidad de los días correspondientes a cada
uno de los períodos a los que se refiere el artículo 5 la cuantía
del complemento se reducirá proporcionalmente, a excepción
de la licencia por maternidad.

3. Igualmente, con independencia de los servicios efec-
tivamente prestados, se reducirá de cada uno de los períodos
señalados los días en los que el personal se encuentre en
alguno de los siguientes supuestos:
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a) Licencias por asuntos propios sin retribución, de acuer-
do con los artículos 65 y 41 de los respectivos Reglamentos
Orgánicos de los Cuerpos de Oficiales, Auxiliares y Agentes
y del Cuerpo de Médicos Forenses.

b) Licencia por ingreso en el Centro de Estudios Jurídicos
de la Administración de Justicia o en el Centro dependiente
del Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 73 del Reglamento Orgánico de los
Cuerpos de Oficiales, Auxiliares y Agentes.

c) En los casos de reducción de jornada se abonará en
función del porcentaje de reducción que tuviera reconocido.

d) Ejercicio del Derecho de huelga de acuerdo con lo
establecido en el artículo 61.4 del Reglamento de los Cuerpos
de Oficiales, Auxiliares y Agentes y en el artículo 34.2 del
Reglamento del Cuerpo de Médicos Forenses.

Artículo 8. Entrada en vigor y efectos económicos.
La presente Resolución entrará en vigor al día siguiente

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía
y producirá efectos económicos desde el 1 de enero de 2004.

Sevilla, 12 de diciembre de 2003.- El Secretario General
Técnico, Carlos Toscano Sánchez.

RESOLUCION de 16 de diciembre de 2003, de
la Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hacen
públicos los listados definitivos de beneficiarios de las
ayudas con cargo al Fondo de Acción Social, modalidad
Médica, Protésica y Odontológica para el personal Fun-
cionario y Laboral, correspondientes a solicitudes pre-
sentadas en el mes de octubre de 2003.

Vista la propuesta formulada por el Servicio de Admi-
nistración Pública e iniciado expediente para la concesión de
la Ayuda Médica, Protésica y Odontológica del Personal Fun-
cionario y Laboral correspondientes al mes de octubre de 2003,
y examinadas las solicitudes recibidas, tienen lugar los
siguientes:

H E C H O S

Se han comprobado todas las solicitudes, elaborándose
el correspondiente listado de las que cumplen los requisitos
fijados reglamentariamente.

A tales Hechos le son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Artículo 9, párrafo 7, apartado b) de la Orden de 10
de noviembre de 2000, por la que se establece la competencia
de esta Delegación Provincial para conocer y resolver en este
asunto.

II. Artículos 13, 14 y 15 de la Orden de 18 de abril
de 2001, por la que se aprueba el Reglamento de Ayudas
de Acción Social para el personal al servicio de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, en cuanto regulan el pro-
cedimiento y requisitos específicos para la concesión de esta
Ayuda de Acción Social, así como los de carácter general con-
tenidos en la mencionada orden.

III. Artículo 3.2 de la Orden de 18 de abril de 2001
por el que se establece el carácter de actividad continuada
a lo largo de cada ejercicio de esta modalidad de ayuda.

IV. Resolución de 11 de febrero de 2002, de la Dirección
General de la Función Pública, de distribución de los créditos
de Acción Social para el personal al servicio de la Junta de
Andalucía, Ejercicio de 2002, entre las distintas modalidades
de ayudas (BOJA núm. 30, de 12 de marzo de 2002) con

las modificaciones acordadas al respecto en la reunión de
la Comisión de Acción Social de la Mesa General de Nego-
ciación, celebrada el día 7 de marzo de 2003.

Vistos los Hechos y Fundamentos de Derecho expuestos,
y demás de general aplicación, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Publicar los listados definitivos de beneficiarios del per-
sonal Funcionario y Laboral para la concesión de Ayudas con
cargo al Fondo de Acción Social, ejercicio 2003, en la moda-
lidad Médica, Protésica y Odontológica, que a tales efectos
quedarán expuestos en esta Delegación Provincial de Justicia
y Administración Pública, con el detalle de la cantidad indi-
vidualizada correspondiente a cada beneficiario.

Contra lo establecido en la presente Resolución, que agota
la vía Administrativa, el personal funcionario podrá interponer
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses,
contados desde el día siguiente a la publicación de esta Reso-
lución, ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de
Cádiz o aquél que estime procedente, de acuerdo con lo pre-
visto en los artículos 8, 14 y 46 de la Ley 29/1998, de 13
de Julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, sin perjuicio de la interposición del recurso potestativo
de reposición ante este órgano en el plazo de un mes (Art.
116 de la Ley 4/1999, de 13 de enero de modificación de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre).

El personal laboral podrá interponer reclamación previa
a la vía judicial laboral, conforme a lo dispuesto en los artículos
120 y siguientes de la citada Ley 30/1992 y 69 y siguientes
del Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Procedimiento
Laboral.

Cádiz, 16 de diciembre de 2003.- La Delegada, M.ª Luisa
García Juárez.

RESOLUCION de 16 de diciembre de 2003, de
la Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hacen
públicos los listados provisionales de excluidos de las
ayudas con cargo al Fondo de Acción Social, modalidad
Médica, Protésica y Odontológica, para el personal fun-
cionario y laboral al servicio de la Administración de
la Junta de Andalucía, correspondientes a las solici-
tudes presentadas en el mes de octubre de 2003.

Vistas las solicitudes recibidas del referido personal en
el mes de octubre de 2003, relativas a la modalidad Médica,
Protésica y Odontológica, correspondientes a las Ayudas con
cargo al Fondo de Acción Social para el personal funcionario
y laboral reguladas en la Orden de 18 de abril de 2001,
tienen lugar los siguientes

H E C H O S

Primero. Que el artículo 3.2 de la Orden de 18 de abril
de 2001 establece que la modalidad de ayuda «Médica, Pro-
tésica y Odontológica» tendrá el carácter de actividad con-
tinuada a lo largo de cada ejercicio.

Segundo. Que en la Sección 1.ª del Capítulo II de la
referida Orden se regula específicamente cuanto se refiere a
la expresada modalidad de Ayuda «Médica, Protésica y
Odontológica».

A tales Hechos resultan de aplicación los siguientes


